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Detenidos Desaparecidos: reconocimiento de Derechos en la legislación comparada 
Del contraste de las recomendaciones contenidas en la ley modelo del CICR-Unión Interparlamentaria con las legislaciones de Argentina, Uruguay y Perú, se puede concluir:
· Los tres países cuentan con leyes reparatorias para las víctimas de violaciones a los derechos humanos y sus familiares, habiendo concluido procesos de reparación más o menos integrales.

· Respecto del reconocimiento de la ausencia y sus efectos civiles, en los tres países existen procedimientos administrativos y judiciales que tienen por objeto reconocer la calidad de “detenido desaparecido” e intentar regularizar la situación jurídica de derechos civiles de los familiares de las víctimas.

· Con respecto a la inscripción de los Registros electorales de los desaparecidos, tanto en Argentina como en Perú, se encuentran inscritos en los registros electorales con la calidad especial de “ausente por desaparición forzada”, mientras que en Uruguay, en conformidad con las normas legales y la práctica, deberían haber sido eliminados de éstos.
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Introducción

Se analiza el cumplimiento de las recomendaciones entregadas en la ley modelo confeccionada por el CICR y la Unión Interparlamentaria, respecto de la reparación a las víctimas y familiares de las personas detenidas desaparecidas; respecto del reconocimiento de dicha calidad y la creación de leyes y procedimientos para la regularización de los efectos civiles de los familiares; y la existencia de recomendaciones respecto del tratamiento de la información de los detenidos desparecidos para la realización de actividades oficiales, como por ejemplo un proceso eleccionario.
Se han elegido para el análisis los casos de Argentina y Uruguay, por expresa petición del solicitante y Perú por corresponder a una realidad cercana a las dos países antes indicados y cercana asimismo, a la situación chilena, además de la mayor y relevante información encontrada en este país. 

I. Leyes de reparación para familiares de DD. DD. y víctimas de torturas
1. Ley modelo del CICR y la Unión Interparlamentaria 

El año 2009, el Comité Internacional de la Cruz Roja conjuntamente con la Unión Interparlamentaria confeccionaron un Informe
, que contiene una “ley modelo”, que tiene por objeto entregar consejos a los parlamentarios para la creación de leyes que traten la situación de los detenidos desaparecidos en sus respectivos países. 
Para efectos del presente informe se analizará, respecto de la ley modelo: la reparación a las víctimas; el reconocimiento de ausencia o desaparición forzada y la inscripción en los Registros Electorales de detenidos desaparecidos.

Respecto de la reparación de los familiares, establece que es obligación del Estado asistir económicamente y a través de prestaciones sociales integrales a las personas desaparecidas y sus familiares
. Dispone asimismo, que el derecho a asistencia económica y prestaciones sociales es un derecho individual e intransferible.
En todo el texto, prescribe de manera implícita, en cada una de las recomendaciones, la “integridad de la reparación”.
2. Estatutos Jurídicos en Argentina, Uruguay y Perú 
En estos países, en que se produjeron violaciones a los Derechos Humanos durante la época de dictaduras militares, se crearon leyes de reparación. Estas leyes contemplan: estatutos jurídicos integrales en donde, en un solo cuerpo orgánico, se integran materias tan variadas como reparación en materia de salud, educacional, económicas, entre otras como es el cado de Uruguay y Perú; o diversos cuerpos jurídicos que por separado tratan materias de reparación, con énfasis en aspectos económicos, como es el caso argentino 
Los tres países han cumplido con la ley modelo del CICR y la Unión Interparlamentaria creando cuerpos normativos al efecto, más o menos integrales.
En Argentina existen leyes reparatorias de carácter pecuniario para diversas clases de situaciones de violación de DD.HH.: para las personas ilegalmente privadas de la libertad
, reparación a personas que se encuentren en situación de desaparición forzada
 y reparación para las personas que hubieren nacido durante la privación de la libertad de sus madres, o que siendo menores hubiesen permanecido detenidos
. También se ha logrado la promulgación de leyes que otorgan otros beneficios de carácter económico
, entre otros cuerpos legales
.

Estas leyes tratan, a diferencia de los casos de Perú y Uruguay, de manera aislada la problemática, poniendo énfasis en la reparación económica y simbólica.
En el caso de Uruguay, a diferencia del anterior, se dictó un solo cuerpo que contempla tanto el tema de reconocimiento de la responsabilidad del Estado Uruguayo como la reparación, consistente en la ley de “reparación integral para las víctimas de actuación ilegítima del Estado”
. En ella el Estado reconoce su responsabilidad en la realización de “terrorismo de Estado” durante la dictadura militar; entrega una reparación integral a las víctimas y familiares incluida una reparación pecuniaria
.
En Perú, se crea una ley y su reglamento
 se crea un “Plan integral de reparaciones” para las víctimas de la violencia ocurrida durante el período de mayo de 1980 a noviembre de 2000. Al igual que la experiencia uruguaya, constituye un Estatuto orgánico de reparación integral, que considera un conjunto de acciones reparatorias de diversa índole
. 
3. Beneficios contemplados en los Estatutos de los países analizados
En los cuerpos normativos de Argentina se han otorgado diversos tipos de reparaciones pecuniarias a través de programas de reparación con pagos monetarios a las víctimas de actos represivos y violaciones a los derechos humanos y a los familiares de los desaparecidos. También se han entregado beneficios habitacionales, reparaciones de carácter simbólica
 y tratamiento en materia de salud y psicológicos a las víctimas y testigos en los juicios por DD.HH.

En Uruguay además de las reparaciones económicas directas, como en el caso argentino, se otorgan prestaciones de salud gratuitas para las víctimas y sus familiares
. Se consagra además
 una reparación documental (El Estado uruguayo entrega un documento que acredita la condición de víctima y la responsabilidad institucional que le cabe al haber afectado la dignidad humana). Este documento es entregado a la víctima o a sus familiares o causahabientes.

En Perú, el Plan integral de reparaciones se estructura en base a Programas que contemplan materias de variada índole, siendo éstos los Programas de: restitución de derechos ciudadanos, de reparaciones en educación, en salud, reparaciones colectivas, reparaciones simbólicas y de promoción y facilitación al acceso habitacional.
Tanto en Uruguay como Perú se ha cumplido con las indicaciones de la ley modelo existiendo una reparación íntegra en un texto legal orgánico, en Argentina por su parte, los beneficios se han entregado en diversas leyes reparatorias aisladas, destacando aquellas de orden pecuniario.
II. Reconocimiento de ausencia o desaparición forzada 
4. Ley modelo del CICR y la Unión Interparlamentaria 

La ley modelo recomienda tomar las medidas necesarias en el orden interno de cada país a objeto de proceder al “reconocimiento por ausencia”, por parte de la autoridad ejecutiva y/o administrativa, entregándole a los familiares de las víctimas certificados que acrediten tal situación
, los que deberán considerarse como prueba de la ausencia a los fines de efectuar solicitudes administrativas o de pensiones. Además recomienda la designación de una sola autoridad competente dentro de cada país, responsable para tales efectos.
Recomienda, por otro lado, la creación de un procedimiento judicial, a objeto de declarar, por esta vía, la ausencia por desaparición forzada de la persona y poder regularizar su situación de derechos, sin afectar el Estado Civil del desaparecido el que no debe cambiar durante el periodo de ausencia
. 

5. Tratamiento en Argentina, Uruguay y Perú 

En los tres países analizados existe un tratamiento especial para las personas detenidas desaparecidas, habiendo sido incorporadas en sus legislaciones las recomendaciones existentes en la ley modelo, ya que existe tanto un reconocimiento a nivel administrativo como judicial, a través de la existencia de procedimientos de regularización de la protección civil y de familia.

Por un lado existe un reconocimiento oficial de tal situación por parte de las autoridades respectivas a través de la inclusión de la misma en registros y en la entrega de certificados especiales que dan cuenta de esta condición.
Por otro lado, en los tres países existe un procedimiento judicial especial solicitado a petición de parte, en virtud del cual se les extienden los beneficios de la muerte presunta, a sus familiares, a objeto de poder regularizar su situación civil, familiar y sucesoria, no obstante se mantiene la calidad de “detenido desaparecido”, constituyendo un estado civil especial en los ordenamientos jurídicos.
La ley de Desaparición Forzada de Personas en Argentina, dispone de una calidad especial la de “ausencia por desaparición forzada”
, para todas aquellas personas que hubieran desaparecido forzosamente por la acción de los agentes del Estado durante la dictadura militar y que puedan acreditar tal calidad. 
La Ley otorga la posibilidad de presentar una denuncia a este respecto ante diferentes órganos:
. Esos órganos de denuncia, una vez recibida la misma y a petición de parte, deben formular una petición ante los tribunales correspondientes, a fin de declarar la ausencia de la persona y poder, de esta manera, regularizar su situación de derechos, la que se tramita  por vía judicial.
Una vez dictada la “declaración de ausencia” por el Juez respectivo esta debe ser inscrita en el Registro Nacional de las Personas de Argentina
, en el registro civil especial creado por la ley “el de ausentes por desaparición forzada”
.
La declaración presenta los mismos efectos civiles a los prescriptos por la Ley para la ausencia con presunción de fallecimiento
, es decir otorga los derechos sucesorios y de familia que en caso de muerte presunta pero sin que exista dicha calidad, sino la “desaparecido forzoso”.
En Uruguay la Ley Nº 17.849
 dispone que aquellas personas que figuran en el listado confeccionado por la Comisión para la Paz
, previo informe de la Secretaría de Seguimiento, serán declaradas “ausentes por causa de desaparición forzada”
. Y se les expedirá un certificado que habilitará, a petición de los interesados (familiares) la inscripción en el Registro de Estado Civil tal calidad en el margen de la partida de nacimiento del desaparecido con el siguiente texto: "Declarado ausente por desaparición forzada (ley)"
.
La citada ley dispone además, como efecto de lo anterior que, a partir de ese momento, se podrá abrir el procedimiento sucesorio de dichas personas por parte de sus familiares y concubino en conformidad con las leyes procesales y civiles
.
La Ley Nº 18.596, constituye otro cuerpo legal que regula la materia, en ella el Estado uruguayo reconoce su responsabilidad en la realización de “terrorismo de Estado” durante le régimen militar. Dispone la creación de una Comisión Especial
, organismo encargado de efectuar tanto la reparación de las víctimas de terrorismo de Estado, como la constatación de la calidad de víctima. En la práctica la Comisión entrega, a petición del interesado (familiares), un certificado especial que acredita tal calidad y con la que pueden optar, a los beneficios comprendidos en la ley
.
En Perú existe una ley especial
 que regula la ausencia por desaparición forzada. Ésta crea un procedimiento en virtud del cual los familiares de detenidos desaparecidos puedan determinar esta calidad y regularizar su situación de derechos.
La ley dispone la creación de un Registro Especial de Ausencia por Desaparición Forzada a cargo de la Defensoría del Pueblo, en su mantenimiento como actualización. Se encuentra constituido por las personas que aparecen en la “Lista preliminar de personas desaparecidas por la violencia (1980-2000)”
 y por las otras que, no estando contempladas en el listado antes indicado, soliciten su incorporación. 
Los familiares que aparezcan en este listado pueden solicitar un certificado de “constancia de ausencia por desaparición forzada”. Además pueden inscribir dicho estatus especial de “ausencia por desaparición forzada” en el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC),
Por otro lado, con el objeto de regularizar la situación civil y sucesoria de los familiares de detenidos desaparecidos, pueden iniciar un  procedimiento judicial de carácter especial a este respecto y con el objeto de que el juez competente resuelva otorgar una “declaración judicial por desaparición forzada”.
Los efectos de esta declaración son los mismos de la declaración judicial de muerte presunta, con la diferencia que la persona no tendrá el carácter de “muerto”, si no de “desaparecido forzoso”.

III. Leyes sobre inscripción en Registros Electorales de DD.DD.
1- Ley modelo del CICR y la Unión Interparlamentaria 

La ley modelo no trata específicamente el tema de los datos de los “detenidos desaparecidos forzosos” respecto de procesos eleccionarios, sin embargo, recomienda la creación de un registro central de datos sobre las personas desaparecidas
. 
Recomienda la adopción de las medidas necesarias en el orden interno de los Estados para garantizar la creación de un registro individual de datos en conformidad con las normas que rigen la protección de los datos personales, el que deberá compilar y centralizar.
Dispone, asimismo, que todas las autoridades públicas del país deberán cooperar con la autoridad a cargo del Registro prestándole toda la asistencia necesaria a fin de facilitar el funcionamiento del mismo.

El objetivo de existencia de un Registro Nacional administrado por un solo órgano es coordinar los datos de las personas desaparecidas respecto de cualquier actividad que se desarrolle en el país relativa a manejo de información y asimismo procurar el buen uso de los mismos protegiendo la identidad.
La presente recomendación tiene validez con respecto a los procesos eleccionarios o de otra índole (como por ejemplos censos) en los cuales se efectúa manejo de información delicada sobre desaparecidos y en donde la existencia de un órgano central con facultades para poder completar y administrar la misma resulta fundamental. 

2.
Tratamiento en Argentina, Uruguay y Perú
En Argentina, existe un registro especial en donde las personas desaparecidas aparecen inscritas en los registros electorales con la calidad de “ausente por desaparición forzada”, misma situación ocurriría en Perú, por el hecho que en el Registro Nacional de Identificación Civil existe un registro especial el de “ausencia por desaparición forzada”, siendo este el organismo competente para remitir al Jurado Nacional de Elecciones la nómina de los inscritos para el proceso eleccionario. En Uruguay, por su parte las personas que no hubieren votado en más de dos elecciones seguidas, son eliminadas de los registros, situación que debería haber acontecido con los desaparecidos de dicho país.
En Argentina, el año 2010 se efectuó una reforma al Código Electoral
, ésta reformó el artículo 15, que trata acerca de los datos que se deben contener en el Registro Nacional de Electores. Dispone que “El Registro Nacional de Electores consta de registros informatizados y de soporte documental impreso”. Continúa disponiendo que el Registro informatizado debe contener, para cada elector, sus datos personales, incorporándose al Código el siguiente texto “…Se consignará la condición de ausente por desaparición forzada en los casos que correspondiere (...)”. 
Este registro informático está compuesto por todos los ciudadanos argentinos que a la fecha se encuentran inscritos en los registro electorales, situación que sucede con los que poseen la calidad de desaparecidos forzosos, los que, para todos los efectos legales, no poseen la calidad de muertos y por tanto no pueden ser excluidos del mismo según los dispuesto en el artículo 17 del mismo cuerpo legal.
El Registro Nacional de las Personas es el organismo encargado de remitir al Registro Nacional de Electores, en forma electrónica los datos que correspondan a los electores y futuros electores, siendo este primer órgano mencionado el titular de manejo de la información personal de los ciudadanos argentinos.
En Uruguay no existe disposición legal que trate el tema de los efectos electorales respecto de las personas detenidas desaparecidas. Sin perjuicio de lo anterior, el sistema electoral de dicho país es de inscripción personal, no automática y el voto es obligatorio
. La ley dispone que las personas que no hubieren votado en más de dos elecciones seguidas, su hoja electoral se sustrae del padrón y sólo se reintegra a solicitud de ésta
. 
Por tanto, en la práctica, los desparecidos deberían haber sido eliminados de los padrones en la segunda elección efectuada después del retorno a la democracia en el país y en conformidad a la indicada ley solo la persona del “detenido forzoso” podría solicitar su reinscripción a los mismos en el evento de su aparición con vida.
En Perú no se encontraron normas específicas que traten la inscripción en los registros electorales y la situación de la votación de detenidos desaparecidos, sin perjuicio de lo anterior el sistema eleccionario contiene un proceso de inscripción automática con obligatoriedad de voto. El sufragio es universal, para todos los ciudadanos mayores de 18 años que cuenten con derechos vigentes
. 

El sistema de inscripción automático está basado en el “Registro Único de Identificación” el cual es llevado por el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil. En base a él se construye el padrón electoral, esto es, la relación de los ciudadanos hábiles para votar.

Este padrón es actualizado por el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 90 días antes de cada elección, y -previa aprobación del Jurado Nacional de Elecciones remitido a la Oficina Nacional de Procesos Electorales, entidad encargada de llevar adelante los procesos electorales.

Por tanto, en conformidad con lo anterior, los datos de las personas “detenidas forzosas” deberían encontrarse en los registros electorales de la Oficina Nacional de Procesos Electorales, antes de cada elección según la información remitida por el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC), donde éstos se encontrarían inscritos (en conformidad a lo analizado en el título anterior de este informe) con la calidad de “ausente por desaparición forzada”.[image: image1][image: image2][image: image3][image: image4][image: image5][image: image6][image: image7][image: image8][image: image9][image: image10][image: image11][image: image12][image: image13][image: image14][image: image15][image: image16][image: image17][image: image18][image: image19][image: image20][image: image21][image: image22][image: image23][image: image24][image: image25][image: image26][image: image27]
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